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“Año Nacional del Libro y de la Lectura”
SECCIÓN I

PREGUNTAS EN RELACIÓN CON LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS DISPOSICIONES DE LA CONVENCIÓN SELECCIONADAS PARA SER ANALIZADAS EN LA SEGUNDA RONDA

CAPÍTULO PRIMERO

SISTEMAS PARA LA CONTRATACIÓN DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y PARA LA ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS POR PARTE DEL ESTADO (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 5 DE LA CONVENCIÓN)
1. Sistemas para la contratación de funcionarios públicos

a) ¿Existen en su país normas y/u otras medidas que establezcan sistemas para la contratación de funcionarios públicos? En caso afirmativo, describa brevemente los principales sistemas, señalando sus características y principios y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en los que estén previstos. 
En la República Dominicana existen diversos sistemas y modalidades para la contratación de funcionarios públicos. Disposiciones normativas de diferente jerarquía, naturaleza y alcance componen los mecanismos de contratación de funcionarios para el sector público. La Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa No. 14-91 y su reglamento de aplicación No. 81-94, es la herramienta básica que regula la relación existente entre el Estado y sus empleados. Pero asimismo existen ciertos sistemas especiales que responden a la naturaleza de los organismos sobre los cuales tienen vigencia, como es el caso de la carrera militar y policial, la carrera del Ministerio Público (Ley No. 78-03), la carrera judicial (Ley No. 327-98), entre otros. 

La Ley No. 14-91 en su artículo 2 excluye de su aplicación a los servidores públicos y al personal administrativo  perteneciente a otros poderes del Estado, a los miembros de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional, los miembros de los organismos autónomos y municipales, así como cualquier personal perteneciente a una entidad extraña al Poder Ejecutivo. Estas instituciones se rigen por las leyes especiales que los crean y resoluciones y reglamento emitidos al respecto para cada caso particular, según las características de cada sector u organismo, pero siempre conforme a los principios y fines que rigen a la Ley en cuestión (art. 4 y ver art. 39 sobre carreras especiales). 

De acuerdo con los poderes que el artículo 55 de la Constitución Dominicana le otorga al Presidente de la República, como jefe máximo de la Administración Pública, el artículo 5 de la Ley No. 14-91 establece que la mayor autoridad del sistema del servicio civil y la carrera administrativa recae en el titular del Poder Ejecutivo, el cual debe dictar todas las disposiciones y ejecutar todas las acciones referentes a los funcionarios y empleados, a los cargos y remuneraciones.  

El artículo 16 de la Ley No. 14-91 consagra las dos modalidades de designación de funcionarios públicos, los cuales son calificados entre “servidores de libre nombramiento y remoción” y “cargos y servidores de carrera. En el caso de los primeros, éstos son funcionarios de alto rango político y confianza para el Presidente y las máximas de las autoridades de los organismos públicos y en caso de los segundos, cuentan con funciones permanentes, sujetos a las normas de selección, remuneración, promoción y mejoramiento en base a méritos. 

A pesar de que el artículo 19 de la Ley que establece las condiciones para ingresar al Servicio Civil, incluye entre sus requisitos la necesidad de contar con una buena capacidad para desempeñar el cargo y no estar inhabilitado por causas de incompetencia, sin embargo la ley no prevé, ni ningún otro instrumento jurídico, mecanismos para comprobar la idoneidad del candidato al cargo y verificar que el mismo no sea proclive a incurrir en conflictos de interés. 

La clasificación y  valoración de los cargos se encuentra prescrita en el artículo 13, como una obligación de la Oficina Nacional de Administración de Personal (ONAP), entidad rectora del sistema de servicio civil y carrera administrativa (Ver Decreto No. 586-96, modificado por el Decreto No. 468-05 anexo).    

En cuanto a la Carrera Administrativa se puede conceptualizar como la parte especializada o profesional del Servicio Civil, a la cual se ingresa en función del mérito, constituido por la capacidad, la idoneidad, la honestidad, etc. De acuerdo con el Párrafo I del Art. 3 de la Ley Núm. 14-91 sobre Servicio Civil y Carrera Administrativa, las normas y los procedimientos del régimen de Carrera Administrativa deben aplicarse de manera gradual, contrario a lo que se plantea para el Servicio Civil, el cual es de aplicación automática o inmediata desde el momento de la promulgación de la referida Ley. 

Cuando un servidor público es incorporado al régimen de Carrera Administrativa goza de estabilidad en el cargo y sólo puede ser despedido por la comisión de falta de quinto grado en el desarrollo de sus funciones o por deficiencia en su desempeño; además debe disfrutar de unos derechos especiales contemplados en el Art. 133 del Reglamento Núm. 81-94, para la aplicación de la Ley Núm. 14-91. 

De acuerdo con la legislación, existen dos vías para ingresar a la Carrera Administrativa: El Concurso y la Evaluación Interna. En relación con la Evaluación Interna la normativa plantea un orden de prioridad, partiendo de los servidores que tienen diez años o más en el servicio público, luego los que tienen de cinco hasta diez años, y por último los que tienen de dos hasta cinco años. 

Dicha evaluación consiste en la verificación de la situación de los servidores públicos optantes en torno a determinados factores como: formación académica, experiencia laboral, conocimientos técnicos y el desempeño y la conducta. Cada factor está puntuado, y son evaluados mediante instrumentos técnicos desarrollados por la ONAP. 

Con respecto al concurso la Ley establece que todos los ciudadanos que aspiren a ocupar posiciones de carrera en la Administración Pública Central deben demostrar en concurso de libre competición que cuentan con los méritos necesarios para desempeñar el cargo. 

Cabe aclarar que, antes de iniciar los trabajos de incorporación en una entidad pública, la misma debe ser incorporada por Decreto del Presidente de la República, según se infiere del párrafo I del Art. 3 de la Ley Núm. 14-91. De esta situación se exceptúan la Secretaría de Estado de Finanzas y sus dependencias, las cuales quedaron incorporadas por la propia Ley, de acuerdo con el Párrafo II del Art. 3. 
 El artículo 31 de la ley párrafo b, indica que para ingresar a la carrera hace falta, cuando sea el caso, demostrar en concurso de oposición que se posee la idoneidad que demanda el cargo para ser desempeñado eficientemente. Sin embargo a pesar de que el reglamento No. 81-94 ciertas posiciones que son consideradas de carrera, esta es una modalidad no muy utilizada como mecanismo de contratación, debido a que el clientelismo y la cultura del Estado empleador han revestido de irrealidad esta disposición. 
La Ley prevé en su artículo 32 que el sistema de reclutamiento y selección de nuevos empleados se hace mediante concurso de oposición debidamente publicado, que podrá consistir en prueba, evaluación de expedientes, entrevistas y otros medios fehacientes de comprobación de méritos personales, basados principalmente en la idoneidad y las aptitudes requeridas para los respectivos cargos. Esta evaluación es realizada por el superior inmediato del funcionario y en caso de éste obtenga una calificación final satisfactoria, deberá solicitar la expedición del nombramiento definitivo al Poder Ejecutivo. La misma ley establece los mecanismos para ser revocado un nombramiento de carrera, pero sin embargo también señala que aquellas personas que desempeñen funciones con eficiencia, lealtad, honestidad y disciplina, le asiste el derecho de permanecer en la carrera y el ascenso y las demás formas de mejoramiento y promoción de los empleados de carrera tendrán como base el mérito personal y el interés institucional. 

La relación de trabajo entre el empleado y el Estado, así como los beneficios laborales que nacen del referido vínculo, están prescritos en los artículos 21 al 30 de la Ley, siendo los más importantes el derecho a indemnización por separación del cargo (artículo 28), el derecho a la protección y asistencia (artículo 29) y el derecho a organizarse en aras de procurarse protección como grupo (artículo 30).  

Las especificaciones principales en torno al sistema de servicio civil y carrera administrativa se encuentran establecidas en el Reglamento No. 81-94 del 20 de mayo de 1994. Todo lo relativo a la extensión gradual del sistema, su dirección, administración, la estructura interna de la ONAP, sus funciones y propósitos, los deberes y  derechos de los servidores públicos, el régimen ético y disciplinario  aplicable a los mismos, el libre acceso al servicio público (art. 55) y los diferentes tipos de nombramientos públicos, los cuales son detallados en el artículo 57 del reglamento previamente enunciado en:  
a) Nombramiento ordinario, para cubrir, en forma regular los cargos de libre nombramiento y remoción;

b) Nombramiento de carrera, a ser expedido una vez que el empleado provisional es evaluado y se da constancia formal de que su labor ha sido satisfactoria, según se dispone en el Artículo 32, Párrafo II, de la ley;

c) Nombramiento temporero, para las personas que hayan de desempeñar, en forma transitoria y remunerada, cargos de carrera que no hayan podido ser cubiertos mediante los correspondientes concursos previstos en el Artículo 32 de la ley, y hasta tanto sean seleccionados los incumbentes en forma definitiva. La vacancia de un cargo de carrera, una vez organizada ésta, no excederá de un (1) año;

d) Nombramiento honorífico, a ser expedido a modo de distinción  a una persona que tenga mérito para ello o que haya de ejercer labores en la Administración Pública sin recibir compensación  económica alguna.

Estos tipos de nombramientos excepto el del literal d), sólo podrán ser expedidos si para los cargos correspondientes se ha hecho la previsión presupuestaria de lugar.

En los casos en que no sea procedente la expedición de ninguno de los tipos de nombramientos antes señalados, y que sin embargo  se requiera la prestación de un servicio o la ejecución de una obra determinada, el titular del organismo interesado podrá contratar al personal indispensable, observando al efecto en forma estricta la legislación vigente y el término que se especifiquen en cada situación.  Los contratos debidamente formalizados y firmados son  registrados en la Contraloría General de la República.
El mismo reglamento No. 81-94, prevé la creación de un registro de elegibles para el ingreso a carrera, donde estén enunciados los nombres de los candidatos que obtengan las calificaciones aprobatorias en el concurso de oposición. Los resultados de cada concurso son informados a todos los participantes, tanto a los que hayan calificado como aquellos que no lo hayan hecho.  

El artículo 1 del Decreto No.  538-03, establece que: “Para el ingreso de nuevo personal a ocupar cargos de la Carrera Administrativa General, a las instituciones del Gobierno Central incorporadas al régimen de Servicio Civil y Carrera Administrativa, deberán cumplirse las normas establecidas en la Ley No. 14-91 y en su Reglamento No. 81-94, en la Resolución No. 21-2001 de la ONAP de fecha 28 de diciembre del 2001, en la Circular No. 17 de fecha 5 de junio del 2002, emitida por el Presidente de la República, y en la Resolución Conjunta de la Contraloría General de la República y la ONAP de fecha 12 de diciembre del 2002”.
Mediante el mismo Decreto enunciado anteriormente se crea la División de Nombramientos de Carrera, la cual está integrada a la estructura orgánica y con personal de la ONAP, y tiene a su cargo, entre otras atribuciones, las de recibir de las instituciones incluidas en el artículo 1, revisar, depurar y tramitar al Despacho del Presidente de la República, las solicitudes de nombramientos, creaciones, supresiones de cargos y modificaciones de sueldos del personal de carrera, de acuerdo con lo establecido en el Art. 32 de la Ley No. 14-91 y el literal b) del Art. 57 del Reglamento No. 81-94.
El instructivo sobre ingreso de nuevo personal a la carrera administrativa general y unificación de las nominas de pago emitido en fecha tres (3) de julio del año dos mil tres (2003) tiene por objetivo establecer el procedimiento general que deberán seguir las Oficinas de Personal, de Nóminas, de Auditoría Interna y los respectivos titulares de las Secretarías de Estado, Direcciones Generales y Nacionales, y sus respectivas dependencias institucionales, para la aplicación del Decreto No. 538-03 de fecha 4 de junio de 2003. El mismo instructivo complementa el artículo 57 párrafo II del Reglamento No. 81-94 y regula el proceso de contratación provisional de nuevo personal, los cuales podrán ser ratificados.  
Describa también cómo los anteriores sistemas aseguran en su país la publicidad, equidad y eficiencia.

En relación con lo anterior, refiérase, entre otros, a los siguientes aspectos:

i. Autoridades rectoras o administradoras del sistema y mecanismos de control.
a) El Presidente de la República es la máxima autoridad del sistema de contratación de funcionarios públicos ya que la misma Constitución en su artículo 55 numeral 2 le da la potestad de nombrar los Secretarios y Subsecretarios de Estado y los demás funcionarios y empleados públicos cuyo nombramiento no se atribuya a ningún otro poder u organismo autónomo reconocidos por la Constitución o por las leyes, aceptarles sus renuncias y removerlos. Esta facultad otorgada al Presidente dificulta el hecho de que se pueda otorgar la condición de inamovilidad temporal a funcionarios pertenecientes a sectores claves de la vida nacional y le ofrece la potestad de revocar cualquier nombramiento dentro del ámbito de la rama ejecutiva. Asimismo el artículo 20 de la Ley No. 14-91 también señala este aspecto y el 13 del reglamento No. 81-94.  
b) La Oficina Nacional de Administración de Personal (ONAP). Es el órgano central del sistema de Servicio Civil y Carrera Administrativa, dependiente en forma directa del Presidente de la República Dominicana. Fue creada mediante el Artículo 6 de la Ley Núm. 55 del 22 de noviembre de 1965, que instituyó el Sistema Nacional de Planificación Económica, Social y Administrativa. 
c) Las Oficinas de Personal de los organismos públicos dependientes del Poder Ejecutivo.

d) Las Unidades de Adiestramiento del Servicio Público. Instituto Nacional de Administración de Personal (INAP) y el Instituto Nacional de Capacitación Tributaria (INCAT (Art. 33 de la Ley No. 81-94).   

e) Las Comisiones de Personal de los organismos públicos Art. 9 de la Ley No. 14-91.

f) Tribunal Contencioso Administrativo.  (Ley No. 13-07).   
ii. Acceso al servicio público a través del sistema basado en el mérito.
Ya hemos mencionado que la Ley No. 14-91 establece en su artículo 19 literal d que uno de los requisitos para entrar a ocupar una posición en el servicio civil es tener capacidad para poder desempeñar el cargo, más sin embargo no existen mecanismos para poder determinar objetivamente dicha atribución, por lo que la gran mayoría de los empleados que entran al tren gubernamental lo hacen mediante nombramientos directos y discrecionales que no responden a los parámetros establecidos en la Ley. Esto ha dificultado que los profesionales de buen calibre se hayan insertado en la función pública dominicana, debido a que el padrinazgo y el clientelismo político han obstaculizado los esfuerzos de varias administraciones para de una vez por toda eliminar las incongruencias del servicio civil.   
En lo relativo al sistema de carrera administrativa si se hace necesario por mandato de la ley (art. 31) el demostrar la capacidad mediante concurso de oposición debidamente publicado, sin embargo menos del 10% de los funcionarios públicos que entrar a la carrera son funcionarios que han respondido a un llamado a concurso (salvo en las carreras especiales a las que hicimos referencia en el primer párrafo de este capítulo), sino que son servidores públicos que luego de ocupar un cargo en el servicio civil (seleccionados de manera discrecional), son evaluados y en la mayoría de los casos entran a la carrera por los años de servicio con los que cuentan. Cabe decir que hasta el momento se están dando los pasos para institucionalizar un sistema de carrera más sin embargo, hasta el momento al no existir un sistema claro de valoración de cargos, las posiciones de carrera son la excepción a la regla prescrita en la Ley y en el reglamento. Ahora bien, existe un sistema que de alguna manera ha rendido sus frutos desde que se empezó su implementación en el 1995, datos estadísticos lo confirman como lo veremos más adelante. 

 Para la incorporación de servidores públicos al sistema de Carrera Administrativa, mediante la Evaluación Interna, se deben seguir las siguientes fases: 

1-Verificación de Expedientes: En esta fase se revisan los expedientes de los servidores públicos pertenecientes a instituciones incorporadas, a fin de determinar si tienen dos o más años en la Administración Pública Central; y si esto es así, velar porque toda la documentación requerida esté en el expediente. Los documentos necesarios para que un servidor pueda participar en el proceso de evaluación para incorporación a Carrera son: 
· Copia de la Cédula de Identidad y Electoral.

· Copia del nombramiento del Poder Ejecutivo o de la designación del titular de la institución.
· Certificaciones de cargos desempeñados en el sector público y en el sector privado.
· Certificados de títulos de estudios y cursos realizados.
·  Resumen del Currículum Vitae.
· Dos fotografías 2x2 de frente.
· Copia de la Licencia de Conducir (para el cargo de Chofer).
2. Precalificación de servidores: En ésta los servidores que cumplen el requisito de los dos años o más en el sector central, y cuyos expedientes han sido actualizados, son precalificados en un formulario resumen para fines de evaluación. 
3. Evaluaciones: En esta fase se evalúan en base a 100 puntos, cuatro factores básicos a los fines de determinar si los servidores están en condiciones de ser incorporados al régimen de Carrera Administrativa, a saber: 

· Factor Formación Académica: Se determina si los servidores tienen la formación académica que requiere el cargo. Si no la tienen no les son aplicados los demás factores; tiene un valor de 30 puntos.

· Factor Experiencia Laboral: Se utiliza para evaluar si el servidor cuenta con la experiencia para el cargo en el cual se va a incorporar; tiene un valor de 30 puntos para los servidores que ocupan cargos de los grupos I y II y de 20 puntos para los servidores de los grupos III, IV y V.
· Prueba Técnica: Consiste en la elaboración de un cuestionario contentivo de preguntas relacionadas directamente con las tareas propias del cargo que desempeña el servidor que aspira a ser incorporado al sistema de Carrera Administrativa; tiene un valor de 20 puntos para los servidores que ocupan cargos en los grupos I y II, y 30 puntos para los servidores de los grupos III, IV y V. 
· Factor Desempeño y Conducta: Con este factor se busca medir cómo han sido el desempeño y la conducta del servidor en el ejercicio de sus funciones. Le corresponde aplicarla al superior inmediato del servidor mediante formularios diseñados y explicados por la ONAP; tiene un valor de 20 puntos.

Los servidores públicos que participan en el proceso de evaluación para incorporación a Carrera Administrativa, a fin de poder ingresar deben obtener como mínimo 70 puntos, luego de lo cual se les expiden certificados de aprobación del proceso de evaluación para el ingreso a la Carrera Administrativa. Finalmente se solicita al Presidente de la República la expedición de los nombramientos especiales de Carrera correspondientes a dichos servidores. 
iii. Divulgación para la selección de servidores públicos, indicando los requisitos para dicha selección.
A pesar de que tanto la Ley en su artículo 31, el reglamento No. 81-94 y el Instructivo para el reclutamiento y selección del personal de carrera emitido mediante resolución No. 001-06,  establecen que el “concurso será debidamente publicado”, la publicidad de este concurso queda en muchas ocasiones relegada a la discrecionalidad de la institución que realiza el concurso, sin que existan mecanismos para determinar la objetividad de la selección del empleado de carrera. Además de ello estos llamados de publicidad se hacen solamente cuando existe un llamado a concurso externo, es decir cuando la convocatoria no se hace solamente con los empleados internos de la institución para que participen en el concurso.    

iv. Recursos de impugnación previstos  para los sistemas de selección.
Actualmente no existen recursos directos que puedan utilizar aquellos servidores públicos que no estén conformes o les llame a suspicacia los resultados de la evaluación a la que fueron sometidos. Si bien es cierto que el artículo 74 del Reglamento No. 81-94 indica que: “Los ciudadanos que pertenezcan a un sistema de carrera o que aspiren a ocupar cargos de esa índole, y que reúnan, los requisitos oficialmente establecidos al efecto, si entienden que sus legítimos intereses han sido lesionados injustamente, tienen derecho a reclamar, a hacerse oír y a recibir los beneficios que en su favor establecen las normas vigentes en las materias de que trata el presente Reglamento”, el reglamento no plantea un procedimiento para que los servidores públicos puedan encaminar sus reclamos por esta vía, además que las rutas procedimentales que se mencionan en el reglamento No. 81-94 (conciliación ante las Comisiones de Personal, recurso de reconsideración, jerárquico y contencioso administrativo), solo se encuentran habilitadas para aquellas personas que ya son empleados de la institución.  

Los ciudadanos comunes que hayan aspirado a una posición solo podrían demandar por la vía del derecho ordinario, cuando puedan comprobar los daños y perjuicios sufridos por la no selección fraudulenta del mismo (responsabilidad civil). Asimismo podrían recurrir en amparo cuando puedan demostrar que la selección haya violentado el principio de igualdad entre todos los dominicanos (art. 100 de la Constitución) y las disposiciones similares establecidas en la Ley y el reglamento a los que hemos hecho referencia.    
v. Excepciones relevantes en relación con los anteriores aspectos.
No obstante a los esfuerzos que se han desplegado desde el año 1995, fecha en que se empezó a implementar el sistema de carrera administrativa, la misma ha tenido un ligero éxito relativo debido a que se ha mantenido siendo una excepción ante la norma del clientelismo. La falta de competencia, equidad,  transparencia y estabilidad  han impedido que pueda existir un sistema de acceso en base al mérito que se sobreponga por encima del acceso a través del servicio civil por acto. La cultura del Estado empleador ha dificultado el establecimiento de la carrera administrativa. 

Además de ello, las excepciones surgen de la misma Ley pues a pesar de que uno de los beneficios que obtiene el empleado de carrera lo es la estabilidad en el cargo, el artículo 36 literales b y c  de la Ley No. 14-91 establece que la separación de los funcionarios de Carrera del Servicio se produce en las formas siguientes: 

b)  Revocación de nombramientos;

c)   Anulación de nombramientos”. 

Esto indica que no obstante a que se haya clasificado para ocupar una posición de carrera, la entidad que emitió el nombramiento puede revocarlo (art. 144 literal b del reglamento No. 81-94) y sólo se indemniza al empleado cancelado.

 La ausencia de valoración y clasificación cargos, las carencias de perfiles definidos para ocupar posiciones públicas y las debilidades instituciones de aplicación de la Ley, son excepciones fácticas que se imponen  a las prerrogativas y disposiciones que la Constitución, la ley, el reglamento y las resoluciones prescriben.     

b) 
En relación con la pregunta a), mencione los resultados objetivos que se han obtenido, incluyendo los datos estadísticos disponibles
. 
De acuerdo con las informaciones publicadas por la ONAP (www.onap.gov.do) desde el año 1995 han sido incluidos en la carrera administrativa mediante acto la siguiente cantidad de servidores públicos: 
	Acto
	Fecha 

	Lugar de La Celebración 

	Cantidad Incorporados 


	I
	Noviembre 1995 

	Centro de Eventos y Convenciones 

	300 


	II
	Octubre 1999 

	Palacio Nacional, Salón de las Cariatides 

	501 


	III
	Enero 2000 

	Palacio Nacional, Salón de las Cariatides 

	154 


	IV
	Junio 2000 

	Palacio de Bellas Artes, Sala Principal 

	368 


	V
	Noviembre 2001 

	Auditorio del Banco Central 

	2,488 


	VI
	Julio 2002 

	Auditorio del Banco Central 

	1,462 


	VII
	Noviembre 2002 

	Auditorio del Banco Central 

	2,036 


	VIII
	Julio 2003 

	Auditorio del Banco Central 

	1,555 


	IX
	Diciembre 2003 

	Auditorio del Banco Central 

	2,597 


	X
	Julio 2004 

	Aula Magna de la Universidad Autónoma de Santo Domingo 

	3,165 


	XI
	Enero 2005 

	Palacio Nacional, Salón de las Cariátides 

	158 


	XII
	Noviembre 2005 

	Auditorio del Banco Central 

	1,103 


	XIII
	Agosto 2006 

	Auditorio del Banco Central 

	352 


	XIV
	Noviembre 2006 

	Auditorio del Banco Central 

	1,641 


	Total
	17,880


	


Así también desde el año 2004, mediante concurso público han sido incorporados como se puede ver más adelante solamente 667 servidores públicos, lo que claramente evidencia que este sistema ha sido una excepción a la regla desde que se instauró la referida estructura desde la aprobación y puesta en marcha del Reglamento No. 81-94.
	Director de Turno
	Descripción 

	Fecha 

	Cantidad de Servidores 


	Lic. Darío Castillo L.
	Concurso 2004 

	26/03/2004 

	406 


	Lic. Ramón Ventura C.
	Concurso Diciembre 2005 

	01/12/2005 

	12 


	Lic. Ramón Ventura C.
	Concurso Febrero 2006 

	13/02/2006 

	57 


	Lic. Ramón Ventura C.
	Concurso Marzo 2006 

	15/03/2006 

	6 


	Lic. Ramón Ventura C.
	Concurso Mayo 2006 

	09/05/2006 

	3 


	Lic. Ramón Ventura C.
	Concurso Junio 2006 

	07/06/2006 

	17 


	Lic. Ramón Ventura C.
	Concurso Julio 2006 

	07/08/2006 

	2 


	Lic. Ramón Ventura C.
	Concurso Agosto 2006 

	14/08/2006 

	21 


	Lic. Ramón Ventura C.
	Concurso Septiembre 2006 

	14/09/2006 

	1 


	Lic. Ramón Ventura C.
	Concurso Octubre 2006 

	10/10/2006 

	64 


	Lic. Ramón Ventura C.
	Concurso Noviembre 2006 

	10/11/2006 

	4 


	Lic. Ramón Ventura C.
	Concurso Diciembre 2006 

	19/12/2006 

	74 


	Total General
	667


	



   

c) 
En caso de que no existan las normas y/o medidas aludidas anteriormente, indique brevemente cómo ha considerado su país dar aplicabilidad, dentro de su sistema institucional, a medidas destinadas a crear, mantener y fortalecer sistemas para la contratación de funcionarios públicos, de acuerdo con lo previsto en el párrafo 5 del artículo III de la Convención. 

Muchas de las excepciones que han sido evidenciadas en nuestras respuestas se deben a deficiencias tanto en el texto de la Ley y sus herramientas normativas de aplicación, como de su implementación. Es por ello que varios sectores de la vida nacional han abogado por una profunda modificación a la Ley No. 14-91 y dicha petición se ha hecho realidad en el anteproyecto de Ley de la Función Pública, documento que ha sido elaborado con el apoyo de la Unión Europea a través del Programa de Apoyo a la Reforma y Modernización del Estado, por la ONAP y el Consejo Nacional de Reforma del Estado (CONARE). 
Actualmente este proyecto se encuentra en discusión en una de las cámaras del Congreso de la República. 

2. Sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado
a)
Existen en su país normas y/u otras medidas que establezcan sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado? En caso afirmativo, describa brevemente los principales sistemas, señalando sus características y principios y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en los que estén previstos. 
Existe en República Dominicana la Dirección General de Contrataciones Públicas, dependencia de la Secretaría de Estado de Hacienda, Órgano Rector del Sistema de Contrataciones, debidamente consagrada en la Ley No. 340-06, del 18 de agosto del 2006, sobre Compras y Contrataciones Públicas de Bienes, Servicios, Obras y Concesiones  y sus modificaciones contenidas en la  Ley 449-06, del 6 de diciembre del 2006,  el Reglamento No. 63-06, del 23 de febrero del 2006, como provisorio de la Ley. Se está trabajando y se espera tenerlo aprobado a la brevedad en el reglamento específico para la ley 340-06.

Se encuentra desarrollado e implementado en treinta instituciones el módulo de gestión de compras como parte integrante del Sistema Integrado de Gestión Financiera (SIGEF). El programa de implementación prevé tener instalado el sistema en todo el Gobierno Central para fines de 2007. (Alrededor de ciento treinta instituciones).

La norma tiene en cuenta además la implementación de un  registro de proveedores y un registro de proveedores que hayan incumplido con lo dispuesto en la ley, la utilización de un catálogo de bienes de uso común, la utilización de un sistema de información de precios, la elaboración de planes anuales de contrataciones, y la implementación de un portal WEB que concentre toda la información de las contrataciones públicas.

La Dirección General de Contrataciones Públicas está ya operativa y dedicada a la puesta en funcionamiento de estos sistemas.

 El Sistema de Contrataciones de Bienes, Obras y  Servicios está organizado de acuerdo con lo establecido por la norma, con los criterios de centralización de las políticas y de las normas y de descentralización de la gestión operativa

Describa también cómo los anteriores sistemas aseguran en su país la publicidad, equidad y eficiencia.

Tanto la Ley como el Reglamento consagran los diferentes principios que rigen las contrataciones, estableciendo que el sistema de compras y contrataciones se regirá por los principios de: Publicidad y Transparencia: Las compras y contrataciones públicas comprendidas en esta ley se ejecutarán en todas sus etapas en un contexto de transparencia basado en la publicidad y difusión de las actuaciones derivadas de la aplicación de esta ley. Los procedimientos de contratación se darán a la publicidad por los medios correspondientes a los requerimientos de cada proceso. Todo interesado tendrá libre acceso al expediente de contratación administrativa y a la información complementaria. La utilización de la tecnología de información facilita el acceso de la comunidad a la gestión del Estado en dicha materia;
Equidad: Se considerará al contrato como un todo, en donde los intereses de las partes se condicionan entre si. Entre los derechos y obligaciones de las partes habrá una correlación con equivalencia de honestidad y justicia.

Eficiencia: Se procurará seleccionar la oferta que más convenga a la satisfacción del interés general y al cumplimiento de los fines y cometidos de la administración. Los actos de las partes se interpretarán de forma que se favorezca al cumplimiento de objetivos y se facilite adoptar la decisión final, en condiciones favorables para el interés general.

       En relación con lo anterior, refiérase, entre otros, a los siguientes aspectos:

i. Sistemas de contratación con licitación pública y sin licitación pública.

ii. Autoridades rectoras o administradoras de los sistemas y mecanismos de control.

iii. Registro de contratistas.

iv. Medios electrónicos y sistemas de información para la contratación pública.

v. Contratos para obras públicas.

vi. Identificación de los criterios para la selección de contratistas (por ejemplo: precio; calidad; y calificación técnica).

vii. Recursos de impugnación.

La norma contempla los procesos con y sin licitación pública y en el reglamento de la misma se establecen los procedimientos para el desarrollo de cada uno de ellos.

Establece además que la Dirección General de Contrataciones será el órgano rector del sistema .Por otra parte también existe la Contraloría General de la República como órgano de control interno.

El registro de proveedores se encuentra operativo y administrado por la Dirección General de Contrataciones. El reglamento de la ley en su anteproyecto establece todos los procedimientos y exigencias para el cumplimento por parte de los proveedores de este requisito.

La norma también contempla la utilización de medios electrónicos tanto de información como para los procesos. El portal de compras está desarrollado y listo para su implementación. 

No hay desarrollos aún de procesos de contratación electrónica. 

Con respecto a la identificación de los criterios de selección, la norma también expresa que la adjudicación se hará en favor del oferente cuya propuesta cumpla con los requisitos y sea calificada como la más conveniente para los intereses institucionales y del país, teniendo en cuenta el precio, la calidad, la idoneidad del oferente y demás condiciones que se establezcan en la reglamentación, de acuerdo con las ponderaciones puestas a conocimiento de los oferentes a través de los pliegos de condiciones respectivos. 

En el proyecto de reglamento se prevé la utilización de fórmulas polinómicas para la selección de proveedores.

Sobre el tema de los recursos de impugnación la ley expresa:
Toda reclamación o impugnación que realice el proveedor a la entidad contratante deberá formalizarse por escrito. La reclamación o impugnación seguirá los siguientes pasos: 

El recurrente presentará la impugnación ante la entidad contratante en un plazo no mayor de diez días (10) a partir de la fecha del hecho impugnado o de la fecha en que razonablemente el recurrente debió haber conocido el hecho. La entidad pondrá a disposición del recurrente los documentos relevantes correspondientes a la actuación en cuestión, con la excepción de aquellas informaciones declaradas como confidenciales por otros oferentes o adjudicatarios, salvo que medie su consentimiento. 

En los casos de impugnación de adjudicaciones, para fundamentar el recurso, el mismo se regirá por las reglas de la impugnación establecidas en los Pliegos de Condiciones. 
Cada una de las partes deberá acompañar sus escritos de los documentos que hará valer en apoyo de sus pretensiones. Toda entidad que conozca de un recurso deberá analizar toda la documentación depositada o producida por la entidad contratante. 
La entidad notificará la interposición del recurso a los terceros involucrados, dentro de un plazo de dos días hábiles. 

Los terceros estarán obligados a contestar sobre el recurso dentro de cinco (5) días calendario, a partir de la recepción de notificación del recurso, de lo contrario quedarán excluidos de los debates.
La entidad estará obligada a resolver el conflicto, mediante resolución motivada, en un plazo no mayor de quince (15) días calendario, a partir de la contestación del recurso o del vencimiento del plazo para hacerlo. 

El Órgano Rector podrá tomar medidas precautorias oportunas, mientras se encuentre pendiente la resolución de una impugnación para preservar la oportunidad de corregir un incumplimiento potencial de esta ley y sus reglamentos, incluyendo la suspensión de la adjudicación de un contrato o la ejecución de un contrato que ya ha sido adjudicado.

Las resoluciones que dicten las entidades contratantes podrán ser apeladas, cumpliendo el mismo procedimiento y con los mismos plazos, ante el Órgano Rector, dando por concluida la vía administrativa. 
En caso de que un proveedor iniciare un procedimiento de apelación, la entidad contratante deberá poner a disposición del Órgano Rector copia fiel del expediente completo. 
La presentación de una impugnación de parte de un oferente, proveedor o contratista no perjudicará la participación de este en licitaciones en curso o futuras, siempre que la misma no esté basada en hechos falsos.

Las controversias no resueltas por los procedimientos indicados en el artículo anterior, se someterán al Tribunal de lo Contencioso Administrativo o, por decisión de las partes, a arbitraje. 

Procedimientos además de la licitación pública contemplados por la ley: 

Licitación Restringida: Es la invitación a participar a un número limitado de proveedores que pueden atender el requerimiento, debido a la especialidad de los bienes a adquirirse, de las obras a ejecutarse o de los servicios a prestarse, razón por la cual sólo puede obtenerse un número limitado de participantes En todo caso los proveedores, contratistas de obras o consultores, estarán registrados conforme a lo previsto en la presente ley y su reglamento, de los cuales se invitará un mínimo de cinco (5) cuando el registro sea mayor. No obstante ser una licitación restringida se hará de conocimiento público por los medios previstos; 

Sorteo de Obras: Es la adjudicación al azar o aleatoria de un contrato entre participantes que cumplen con los requisitos necesarios para la ejecución de obras sujetas a diseño y precio predeterminados por la institución convocante. 

Comparación de Precios: Es una amplia convocatoria a las personas naturales o jurídicas inscritas en el registro respectivo. Este proceso sólo aplica para la compra de bienes comunes con especificaciones estándares, adquisición de servicios y obras menores.

Compras Menores: Es la invitación a presentar cotización a un mínimo de tres (3) oferentes debidamente inscritos en el Registro de Proveedores. 

Subasta Inversa: Cuando la compra de bienes comunes con especificaciones estándares se realice por medios electrónicos, se seleccionará el oferente que presente la propuesta de menor precio. Este procedimiento debe posibilitar el conocimiento permanente del precio a que realizan las ofertas todos los participantes, así como del momento en que se adjudica y debe estar basado en la difusión de la programación de compras y contrataciones. 

La ley establece sobre el registro de proveedores: 

Las personas naturales o jurídicas interesadas en participar en cualquier proceso de compra o contratación deberán estar inscritas en el Registro de Proveedores del Estado, o conjuntamente con la entrega de ofertas deberán presentar su solicitud de inscripción.

Los reglamentos de la ley establecerán la organización del Registro, sus funciones y procedimientos, incluyendo el de inhabilitación, siempre observando el criterio de simplificación administrativa. 

El Registro de Proveedores tendrá como objetivo principal el de administrar la Base de Datos de los proveedores de bienes, servicios y obras de las instituciones del estado bajo el ámbito de aplicación de la presente ley.

b) 
En relación con la pregunta a), mencione los resultados objetivos que se han obtenido, incluyendo los datos estadísticos disponibles (por ejemplo: porcentaje de contratos adjudicados por licitación pública; y sanciones impuestas a contratistas).

Se hace necesario señalar que el nuevo sistema de compras y contrataciones de Obras Bienes, Servicios y Concesiones del Estado Dominicano se encuentra en su fase previa de implementación, por lo tanto no contamos aun con datos estadísticos oficiales que puedan arrojar claridad en torno a la eficacia del mismo. Esperamos poder remitir las informaciones estadísticas a la hora de enviar el informe nacional de avance del presente año.

c) 
En caso de que no existan las normas y/o medidas aludidas anteriormente, indique brevemente cómo ha considerado su país dar aplicabilidad, dentro de su sistema institucional, a medidas destinadas a crear, mantener y fortalecer sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado, de acuerdo con lo previsto en el párrafo 5 del artículo III de la Convención.

Como se ha evidenciado en la respuesta, la República Dominicana cuenta con la normativa en referencia, la cual se ha ido implementando paulatinamente con miras a que podamos dejar instalado un sistema de adquisiciones públicas transparente, eficiente y eficaz.    

CAPÍTULO SEGUNDO

SISTEMAS PARA PROTEGER A LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y CIUDADANOS PARTICULARES QUE DENUNCIEN DE BUENA FE ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTICULO III, PÁRRAFO 8 DE LA CONVENCIÓN)

a) ¿Existen en su país normas y/u otras medidas que establezcan sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción incluyendo la protección de su identidad? En caso afirmativo, describa brevemente dichos sistemas y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en los que estén previstos. 

En relación con lo anterior, refiérase, entre otros, a los siguientes aspectos:

i. Mecanismos de denuncia (por ejemplo: denuncia anónima y denuncia con protección de identidad).
El ordenamiento jurídico de la República Dominicana establece en diferentes disposiciones normativas de diverso alcance y naturaleza la obligación de los ciudadanos, los servidores públicos y las entidades de control, a denunciar cualquier tipo de delito de los cuales tengan conocimiento, entre los cuales se incluyen los delitos de corrupción

De acuerdo con las normas  del derecho procesal penal dominicano, se  faculta a los ciudadanos y se obliga a los funcionarios públicos a presentar las denuncias de los delitos de los que tengan conocimiento. Pero adicionalmente a esto, han quedado establecidas numerosas vías formales e informales para ofrecer información en torno a la corrupción administrativa y presentar denuncias en caso de que existan sospechas de la comisión de algún delito contenido en dicha actividad.  

El artículo 262 del Código Procesal Penal Dominicano Ley No. 76-02, establece la facultad que tiene toda persona para denunciar cualquier infracción de la que tenga conocimiento, ante el Ministerio Público, la policía o cualquier otra agencia ejecutiva que realice actividades auxiliares de investigación. El artículo 263 consagra la forma y el contenido de la denuncia. 

La obligación de los funcionarios públicos de denunciar acerca de todas las infracciones de acción pública que en el ejercicio de sus funciones o en ocasión de éste lleguen a su conocimiento se encuentra en el artículo 264 del Código Procesal Penal Dominicano. Esta obligación incluye a los contadores públicos autorizados y los notarios públicos, respecto de infracciones que afecten el patrimonio o ingresos públicos.  

En todos los casos referidos, la denuncia deja de ser obligatoria si razonablemente arriesga la persecución penal propia, del cónyuge, conviviente o pariente dentro del tercer grado de cosanguinidad o por adopción, o segundo de afinidad, o cuando los hechos fueron conocidos bajo secreto profesional. 

Así también, el artículo 12 de la Ley No. 120-01 que instituye el Código de Ética del Servidor Público indica que cualquier ciudadano, funcionario o empleado público podrá solicitar del Departamento de Prevención de la Corrupción, mediante denuncia o querella escrita y bajo juramento, que éste inicie una investigación bajo cualquiera de las disposiciones de dicha ley. Para tales fines, el promovente deberá exponer en su querella, todos los hechos en que se fundamenta su creencia de que procede la investigación.  

El Decreto No. 39-03 que crea las Comisiones de Auditoria Social (CAS) establece en su artículo 4 que las CAS contarán con la capacidad de vigilar la construcción de obras públicas para detectar posibles fallas y actos dolosos, canalizando su corrección y sometimiento judicial cuando corresponda.      
ii. Mecanismos para denunciar amenazas o represalias.
El artículo 16 del referido Código de Ética del Servidor Público indica que será considerada como una violación grave al presente Código, cualquier medida o represalia tomada por un funcionario público en contra de algún subalterno, por este último haber divulgado, denunciado ante cualquier autoridad la comisión de algún acto considerado “delito o crimen contra la cosa pública”. 

Asimismo en su artículo 21 el Código señala que todo funcionario que haya contribuido de una  manera responsable a descubrir o evitar la comisión de un acto de corrupción en la administración pública, no podrá ser destituido de su cargo por esas razones bajo ningún subterfugio y, será acreedor de una promoción en la institución para la cual labora.   

Cabe resaltar que por disposición del Código Procesal Penal Dominicano, el denunciante no es parte del proceso penal. No incurre en responsabilidad, salvo cuando las imputaciones sean falsas.    
iii. Mecanismos para protección de testigos.
No existen en la República Dominicana mecanismos para proteger testigos. 

b) 
En relación con la pregunta a), mencione los resultados objetivos que se han obtenido, incluyendo los datos estadísticos disponibles.

No existen en la República Dominicana, elementos de apreciación objetiva al respecto, sin embargo aun no se han reportado casos en los que los denunciantes de buena fe hayan sufrido represalias jerárquicas o amenazas de cualquier índole.  
c) En caso de que no existan las normas y/o medidas aludidas anteriormente, indique brevemente cómo ha considerado su país dar aplicabilidad, dentro de su sistema institucional, a medidas destinadas a crear, mantener y fortalecer sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción, de acuerdo con lo previsto en el párrafo 8 del artículo III de la Convención. 
A través de la Comisión Nacional de Ética y combate a la Corrupción se está evaluando la posibilidad de que para este año se pueda contratar a un Consultor especialista en temas administrativos y de derecho público que venga diseñar la normativa que podría regular el sistema de protección de denunciantes y testigos, pero hasta el momento dicha iniciativa no se ha puesto en marcha.  

CAPÍTULO TERCERO

ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTICULO VI DE LA CONVENCIÓN)

1. Tipificación de actos de corrupción previstos en el artículo VI.1 de la Convención

a) ¿Tipifica su país como delitos los actos de corrupción previstos en el artículo VI.1 de la Convención que se transcriben en este acápite del cuestionario? En caso afirmativo, describa brevemente las normas y/u otras medidas existentes al respecto, indicando a cuales de dichos actos de corrupción se refieren en particular y las sanciones que establecen y adjunte copia de las mismas.

· Actos de corrupción previstos en el artículo VI.1 de la Convención: 

i. El requerimiento o la aceptación, directa o indirectamente, por un funcionario público o una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, favores, promesas o ventajas para sí mismo o para otra persona o entidad a cambio de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas. 
El artículo 177 del Código Penal Dominicano señala que: “El funcionario o empleado público del orden administrativo, municipal o judicial que, por dádiva o promesa, prestare su ministerio para efectuar un acto que, aunque justo, no esté sujeto a salario, será castigado con la degradación cívica y condenado a una multa del duplo de las dádivas, recompensas o promesas remuneratorias, sin que, en ningún caso, pueda esa multa bajar de cincuenta pesos, ni ser inferior a seis meses el "encarcelamiento" que establece el artículo 33 de este mismo Código, cuyo pronunciamiento será siempre obligatorio. En las mismas penas incurrirá el funcionario, empleado u oficial público que, por dádivas o promesas, omitiere ejecutar cualquier acto lícito, o debido, propio de su cargo. Se castigará con las mismas penas a todo árbitro o experto nombrado, sea por el tribunal, sea por las partes, que hubiere aceptado ofertas o promesas, o recibido dádivas o regalos, para dar una decisión o emitir una opinión favorable a una de las partes”. 
Asimismo el artículo  178 indique: “Si el cohecho o soborno tuviere por objeto una acción criminal, que tenga señaladas penas superiores a las establecidas en el artículo anterior, las penas más graves se impondrán a los culpables”. 
En el caso de los jueces,  la legislación penal dominicana en su artículo 181 expresa que: El juez que, en materia criminal, se dejare sobornar, favoreciendo o perjudicando al acusado, será castigado con la pena de reclusión, sin perjuicio de la multa de que trata el artículo“.Si a consecuencia del soborno se impusiese al reo una pena superior a la de reclusión, esa pena, sea cual fuere su gravedad, se impondrá al juez sobornado. [image: image1.wmf]
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  Asimismo el juez o árbitro que, por amistad u odio, provea, en pro o en contra, los negocios que se someten a su decisión, será reo de prevaricación, y como a tal se le impondrá la pena de la degradación cívica.[image: image3.wmf]
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ii. El ofrecimiento o el otorgamiento, directa o indirectamente, a un funcionario público o a una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, favores, promesas o ventajas para ese funcionario público o para otra persona o entidad a cambio de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas. 
El artículo 1 de la Ley No. 448-06, Sobre soborno trasnacional consagra que: “Toda persona natural, ya sea nacional o residente dominicano, de conformidad a la Constitución y las leyes, que incurra en el acto de ofrecer u otorgar a un funcionario público de otro Estado, directa o indirectamente, cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, favores, promesas o ventajas a cambio de que dicho funcionario realice, omita o altere cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas relacionado con una transacción de naturaleza económica o comercial, se considerará reo de soborno transnacional, y como tal, será castigado con la pena de tres (3) a diez (10) años de reclusión, y una multa equivalente al duplo de los beneficios, dádivas, promesas o ventajas pecuniarias, sin que en ningún caso pueda esa multa ser inferior a cincuenta (50) salarios mínimos. En los casos en que el sobornante sea un profesional, industrial o comerciante, la sentencia podrá inhabilitarlo para el ejercicio de sus actividades por un período de dos (2) a cinco (5) años, a contar de la sentencia definitiva, o según el caso, autorizar el cierre o intervención, por el mismo período, del establecimiento profesional, comercial o industrial bajo su dirección. En cualesquiera de los casos, al sobornante nunca se le restituirán las cosas o los valores entregados por él, ni el valor que aquellas representan, los cuales serán confiscados en provecho del fisco.
De igual manera el artículo 7 de la mencionada ley establece que: “En virtud de esta ley, y de conformidad a lo estipulado en la Convención Contra la Corrupción, el delito de soborno transnacional será considerado como un acto de corrupción. En tal sentido, el Estado dominicano se compromete, de acuerdo a los principios generales de su Constitución y de su ordenamiento jurídico, a prestar la más amplia asistencia y cooperación a los demás Estados signatarios de la Convención Interamericana Contra la Corrupción y aquellos que hayan tipificado el delito de soborno transnacional, dando curso a las actuaciones necesarias para la investigación o juzgamiento del delito de soborno transnacional descrito en la presente ley”. 

iii. La realización por parte de un funcionario público o una persona que ejerza funciones públicas de cualquier acto u omisión en el ejercicio de sus funciones, con el fin de obtener ilícitamente beneficios para sí mismo o para un tercero. 
La Constitución Dominicana señala que en su artículo 102 que: “Será sancionado con las penas que la ley determine, todo aquel que para su provecho personal sustraiga fondos públicos o prevaleciéndose de sus posiciones dentro de los organismos del Estado, sus dependencias o instituciones autónomas, obtenga provechos económicos. Serán igualmente sancionadas las personas que hayan proporcionado ventajas a sus asociados, familiares, allegados, amigos o relacionados. 

Nadie podrá ser penalmente responsable por el hecho de otro, ni en estos casos ni en cualquier otro”. 
El artículo 171 del Código Penal Dominicano señala que: “la apropiación por parte de cualquier funcionario o empleado, de dinero, propiedad, suministros o valor, para destinarlo a un uso y fin distinto de aquellos para los cuales le fue entregado o puesto bajo su guarda; o la falta, negligencia o negativa a rendir cuenta exacta del dinero recibido, sellos de correo, sellos de Rentas Internas, papel sellado, terrenos, edificaciones, útiles, muebles, equipos, materiales, suministros u otras cosas de valor, se tomará como evidencia prima facie de desfalco”.
 El 172 establece que: “Cualquier funcionario o empleado público, convicto de desfalco, de conformidad con lo dispuesto por los artículos anteriores, será castigado con una multa no menor de la suma desfalcada y no mayor de tres veces dicha cantidad y con la pena de reclusión. Sin embargo, si antes de haberse denunciado el caso a la justicia, se reparase en cualquier forma el daño causado o se reintegrare el dinero o los efectos desfalcados, ya sean muebles o inmuebles, la pena será la de no menos de un año de prisión correccional y la inhabilitación para desempeñar cualquier cargo público durante cuatro años. En caso de insolvencia se aplicará al condenado sobre la pena enunciada, un día más de reclusión o prisión por cada cinco pesos de multa, sin que en ningún caso esta pena adicional pueda ser mayor de diez años”. 
El artículo 173 consagra que: “El juez, administrador, funcionario u oficial público que destruyere, suprimiere, sustrajere o hurtare los actos y títulos, que en razón de sus funciones le hubieren sido remitidos, comunicados o confiados en depósitos, será castigado con la pena de reclusión. La misma pena se impondrá a los agentes, delegados u oficiales y dependientes de las oficinas de gobierno, de las administraciones, de los tribunales de justicia o de las notarias y depósitos públicos que se hagan reos del mismo delito”

En el artículo 174 se castiga la concusión de funcionarios: “ Los funcionarios y oficiales públicos, sus delegados o empleados y dependientes, los perceptores de derechos, cuotas, contribuciones, ingresos, rentas públicas o municipales y sus empleados, delegados o dependientes, que se hagan reos del delito de concusión, ordenando la percepción de cantidades y valores que en realidad no se adeuden a las cajas públicas o municipales, o exigiendo o recibiendo sumas que exceden la tasa legal de los derechos, cuotas, contribuciones, ingresos o rentas, o cobrando salarios y mesadas superiores a las que establece la ley, serán castigados según las distinciones siguientes: los funciones y oficiales públicos, con la pena de la reclusión; y sus empleados dependientes o delegados, con prisión correccional, de uno a dos años, cuando la totalidad de las cantidades indebidamente exigidas o recibidas y cuya percepción hubiese sido ordenada, fuere superior a sesenta pesos. Si la totalidad de esas sumas no excediese de sesenta pesos, los oficiales públicos designados antes, serán castigados con prisión de tres a seis meses. La tentativa de este delito se castigará como el mismo delito. En todos los casos en que fuere pronunciada la pena de prisión, a los culpables se les podrá además privar de los derechos mencionados en el artículo 42 del presente Código, durante un año a los menores, y cinco a los más, contados desde el día en que hubieren cumplido la condenación principal podrá además el tribunal, por la misma sentencia, someter a los culpables bajo la vigilancia de la alta policía, durante igual número de años. Además, se impondrá a los culpables una multa que no excederá la cuarta parte de las restituciones, daños y perjuicios, y que no bajará de la duodécima parte de esas mismas restituciones. Las disposiciones del presente artículo serán aplicables as los secretarios y oficiales ministeriales, cuando el hecho se cometiere sobre ingresos de los cuales estuvieren encargados por la Ley”.  

Dentro del articulado 175 se reprime al “ empleado o funcionario, u oficial público, o agente del Gobierno que, abiertamente, por simulación de actos, o por interposición de persona, recibas un interés o una recompensa, no prevista por la ley, en los actos, adjudicaciones o empresas, cuyas administración o vigilancia esté encomendada a la Secretaria de Estado u oficina en la cual desempeñare algún cargo cualquiera de las expresadas personas cuando los actos, adjudicaciones o empresas fueren iniciadas o sometidas a la acción de lucha de dicha Secretaria de Estado u oficina, será castigado con prisión correccional de seis meses a un año, y multa de una parte de las restituciones y redenciones que se concedan. Se impondrá, además, al culpable la pena inhabilitación perpetua para cargos u oficios públicos”.
Las disposiciones anteriores se aplican por orden del artículo 176 a los funcionarios o agentes del gobierno que hubieren admitido una recompensa cualquiera en negocios, cuyo pago o liquidación debían efectuar en razón de su oficio, o por disposición superior. 
iv. El aprovechamiento doloso u ocultación de bienes provenientes de cualquiera de los actos a los que se refiere el presente artículo. 
Una  de las normas que la República Dominicana comenzó a implementar producto de la firma y posterior ratificación de la CICC, fue la Ley No. 72-02 contra el Lavado de Activos provenientes del tráfico ilícito de drogas y sustancias controladas, así como también de otras infracciones graves entre las cuales se incluye la corrupción administrativa. Dicho ordenamiento legislativo señala en sus artículos 3, 4 y 5 respectivamente que  incurre en lavado de activos: “La persona que, a sabiendas de que los bienes/ fondos e instrumentos son el producto de una infracción grave:

 

a) Convierta, transfiera, transporte, adquiera, posea, tenga, utilice o administre dichos bienes;

 

b) Oculte,  encubra o impida la determinación real la naturaleza el origen la ubicación el destino, el movimiento o la propiedad de dichos bienes o de derechos relativos a tales bienes;

 

c) Se asocie, otorgue asistencia, incite, facilite, asesore en la comisión de alguna de las infracciones tipificadas en este artículo, así como a eludir las consecuencias jurídicas de sus acciones.

 

El conocimiento, la intención o la finalidad requeridos como elementos de cualquiera de las infracciones previstas en esta sección así como en los casos de incremento patrimonial derivado de actividad delictiva consignada en esta ley podrían inferirse de las circunstancias objetivas del caso.

 

Párrafo: Las personas cuyos bienes o activos se vinculen a la violación de esta ley siempre que no puedan justifica: el origen lícito de los mismos, serán sancionadas con las penas establecidas en la misma.

 Las infracciones previstas en esta ley así como los casos de incremento patrimonial derivados de actividad delictiva serán investigados enjuiciados, fallados como hechos autónomos de la infracción de que proceda e independientemente de que hayan sido cometidos en otra jurisdicción territorial.

 vado de Activos  firma y posterior ratificaci




































































 
El artículo 8 de la misma Ley señala: Será igualmente sancionada con la pena contemplada en el capítulo de las sanciones (artículos 25, 26 y 27 de la presente ley):

b) El que de manera directa o por interpósita persona obtenga para sí o para otro/ incremento patrimonial derivado de las actividades delictivas establecidas en la presente ley.

v. La participación como autor, coautor, instigador, cómplice, encubridor o en cualquier otra forma en la comisión, tentativa de comisión, asociación o confabulación para la comisión de cualquiera de los actos a los que se refiere el presente artículo. 
Los artículos 265 y 266 del Código Penal Dominicano establecen la asociación de malhechores como un delito accesorio, disposición que aplica para la presente pregunta. Asimismo los artículos 123, 124, 125, (anteriormente citado) del mismo Código que describen la coalición funcionarios públicos para cometer delitos en contra de sus funciones principales.   

b) 
Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la aplicación de las anteriores disposiciones suministrando la información pertinente de la que disponga su país en la que se fundamenten tales resultados, tales como procesos judiciales en curso y sus resultados, referida en lo posible a los últimos cinco años. 
Actualmente no hemos elaborado una plataforma de datos estadísticos que puedan arrojar resultados claros y objetivos en cuanto a los sometimientos y sanciones que se hayan efectuado en base a los artículos mencionados. Sin embargo en base a algunas publicaciones de la Sociedad Civil, como la obra “20 años de impunidad”, publicada por el Movimiento Cívico Participación Ciudadana, desde  el año 1983 hasta el año 2003, de alrededor de 350 casos sometidos a la justicia por la comisión de delitos de corrupción, solamente uno ha recibido condena definitiva, la cual fue revocada un año más tarde por indulto presidencial.  

En estos momentos nos encontramos levantando las informaciones relativas a todos los casos de corrupción que han sido iniciados por el DPCA, en sus nueve años de vigencia y el devenir de los mismos. Este proyecto está siendo apoyado y coordinado con la Coalición por la Transparencia y un grupo de la sociedad civil que trabaja por el combate a la corrupción y las malas prácticas bancarias.      

c) 
En caso de que no se encuentren tipificados como delitos los actos de corrupción aludidos anteriormente, indique brevemente si su país esta desarrollando algunas acciones para hacerlo.
A pesar de que estamos concientes de que los delitos prescritos necesitan una mejor adaptación a los fines de la Convención en cuanto a su definición, alcance y consecuencia, como hemos podido notar, existen en nuestro país ciertas previsiones que guardan relación con el texto de la Convención. Pero no obstante a ello, cabe resaltar que en nuestro país se ha aprobado un nuevo  Código Penal, el cual luego fue devuelto al Congreso Nacional  por el Presidente de la República, para hacer ciertas modificaciones en torno a la figura del aborto. Este Código contiene una serie de disposiciones que se encuentran armonizadas con los fines de la Convención, tal y como se puede comprobar a continuación:

1- Concusión. Art. 292: El hecho cometido por cualquier funcionario o servidor público de recibir, exigir u ordenar percibir, a título de derechos o contribuciones, o tributos, valores o fondos que éste conoce no se debe, o exceder lo que si es debido, se sanciona con las penas de dos (2) años a tres (3) de prisión menor y multa de dos a tres salarios igual al que perciba este imputado para la fecha de la comisión del hecho.    

2- Corrupción pasiva y tráfico de influencias cometido por funcionarios o servidores que ejercen alguna función pública. Art. 293:  Se sanciona con las penas de cuatro (4) a diez (10) años de prisión mayor y multa  de cuatro (4) a diez (10) salarios igual al que perciba este imputado para la fecha de la comisión del acto, el hecho cometido por cualquier funcionario o servidor público, que de modo directo o indirecto, y sin derecho para ello, solicite u otorgue valores, ofertas, promesas, dádivas, regalos o ventaja de cualquier índole, en cualquiera de las circunstancias siguientes:
1. Para cumplir o abstenerse de ejecutar una actuación consustancial con el ejercicio de la función pública, o

2. Prevaleciéndose de su influencia real o supuesta, a los fines de obtener de cualquier otra autoridad pública, alguna decisión que le es favorable para él o terceros.
3- Toma ilegal de intereses. Art. 294: El hecho cometido por cualquier funcionario o servidor público de tomar, recibir o conservar, un interés cualquiera en su provecho de modo directo o indirecto, en alguna empresa u operación en la cual tiene, en el momento del acto, el encargo de asegurar su administración, se sanciona con las penas de dos (2) meses a tres (3) años de prisión menor y multa de dos (2) a tres (3) salarios al que perciba el imputado para la fecha de la comisión del hecho.
Art. 295:  El hecho cometido por cualquier funcionario o servidor público, encargado, en razón de sus funciones, de asegurar la supervigilancia o el control de alguna sociedad o empresa privada o de la actividad desplegada por ésta; concluir contratos de cualquier tipo con alguna sociedad o empresa privada; realizar investigaciones o rendir informes acerca del desempeño de las operaciones realizadas por estas sociedades o empresas; que mientras ostenta tales funciones públicas o antes de la expiración de un plazo de cinco años, a partir de la cesación de dichas funciones públicas, tome o reciba alguna participación económica de estas sociedades o empresas, por concepto de trabajos, servicios, inversión de capitales o participación accionaria o por interpósitas personas, se sanciona con las penas de dos (2) meses a tres (3) años de prisión menor y multa de dos (2) a cuatro (4) salarios igual al que percibía este imputado para la fecha en que cesó sus funciones públicas.
4- Atentados a la libertad de acceso y a la igualdad de los participantes  en los concursos públicos y las concesiones de servicio público.  Art. 296: El hecho cometido por cualquier funcionario servidor público en el ejercicio de sus funciones, de procurar o de intentar obtener de otra persona alguna ventaja, mediante un acto contrario a las leyes relativas a la libertad de acceso e igualdad de los participantes en los concursos u oposiciones públicas o de concesiones de servicios públicos, se sanciona con las penas de un (1) mes a dos (2) años de prisión menor y multa de dos (2) a tres (3) salarios igual al que perciba este imputado para la fecha de la comisión del hecho.
5- Sustracción y distracción de bienes. Art. 297: El hecho cometido por cualquier funcionario o servidor público, en el ejercicio de sus funciones, de sustraer, distraer o servirse para su provecho personal o de terceros, de fondos públicos, o cualquier objeto que le haya sido entregado para su administración o preservación en razón de sus funciones, se sanciona con las penas de  cuatro (4) a diez (10) años de prisión mayor y multa de cuatro (4) a diez (10) salarios al que perciba este imputado para la fecha de la comisión del hecho.
Art. 297: Cuando la infracción definida en el artículo anterior la cometa un tercero o un particular, y se haya producido por la conducta culposa de algún funcionario o servidor público, encargado de la administración o preservación de los fondos u objetos públicos sustraídos o distraídos, el funcionario o servidor público imputable, se sanciona con las penas de dos (2) meses a tres (3)  años de prisión menor y multa de dos (2) a tres (3) salarios igual al que perciba este imputado para la fecha de la comisión del hecho.
6. Corrupción activa y tráfico de influencia cometidos por los particulares.  Art. 300: Se sanciona con penas de cuatro (4) a diez (10) años de prisión mayor y multa de cuatro (4) a diez (10) salarios igual al que recibía este imputado para la fecha en  cuestión el funcionario o servidor público a quién se le propuso, sin derecho para ello, de modo directo o indirecto, ofertas promesas, dádivas o cualquier tipo de ventajas para obtener de esta forma que proceda a:

1. Ejecutar o abstenerse de cumplir a su favor algún acto propio de sus funciones, o

2. Prevalecerse de su influencia real o supuesta a fin de obtener que otro funcionario o servidor público tome a su favor alguna decisión.

Art. 301: Se sanciona con iguales penas, el hecho de solicitar o admitir, de modo directo o indirecto, ofertas o cualquier tipo de favores, prevaleciéndose de su real o supuesta influencia con algún funcionario o servidor público, para de esta manera, obtener de esta autoridad, alguna ventaja o decisión en provecho de terceros.

7. Amenaza y actos de intimidación contra las personas que ejercen alguna función pública. Art. 302: El hecho de proferir amenazas o cualquier acto de intimidación contra algún funcionario o servidor público a los fines de que éste cumpla o se abstenga de ejecutar un acto consustancial con sus funciones; o se prevalezca de sus atribuciones para obtener de otro funcionario o servidor público, determinada ventaja o decisión a sus favor o  de un tercero, se sanciona con las penas de cuatro (4) a diez (10) años de prisión mayor y multa de cuatro (4) a diez (10) salarios igual al que percibía para la fecha el funcionario o servidor público víctima. 

2. Aplicación de la Convención a otros actos de corrupción no contemplados en la misma, en virtud de lo previsto en su artículo VI.2

a) ¿Ha acordado su Estado con otro u otros Estados Parte aplicar la Convención en relación con cualquier otro acto de corrupción no contemplado en ella, en virtud de lo previsto en su artículo VI.2? En caso afirmativo, describa brevemente los respectivos acuerdos o convenios y adjunte copia de los documentos en los que están contenidos. 
La República Dominicana es signataria de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, la cual fue firmada en la ciudad de Mérida, Yucatán, el 11 de noviembre del año 2003 y posteriormente ratificada por el Congreso Nacional. 

b)   En caso de que haya respondido afirmativamente a la respuesta anterior, mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la aplicación de los respectivos acuerdos o convenios, suministrando la información pertinente de la que disponga su país en la que se fundamenten tales resultados, tales como procesos judiciales en curso y sus resultados, referida en lo posible a los últimos cinco años. 
Aun no hemos hecho práctica ninguno de los mecanismos provistos por el texto multilateral anteriormente citado. 

SECCIÓN II

SEGUIMIENTO DE LAS RECOMENDACIONES FORMULADAS EN EL INFORME POR PAÍS DE LA PRIMERA RONDA 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 29 del Reglamento, por favor informe, en el formato estándar que se anexa al presente cuestionario, sobre los avances registrados en la implementación de las recomendaciones formuladas en el informe adoptado por el Comité con respecto a su país en el marco de la primera ronda de análisis (Anexo denominado: “Formato estándar para presentar información sobre los avances registrados en la implementación de las recomendaciones formuladas en el informe nacional en la primera ronda de análisis”).

SECCIÓN III

INFORMACIÓN SOBRE LA AUTORIDAD RESPONSABLE DEL DILIGENCIAMIENTO DEL PRESENTE CUESTIONARIO

Por favor, complete la siguiente información:

(a) Estado Parte: República Dominicana.
(b) El funcionario a quién puede consultarse sobre las respuestas dadas a este cuestionario es: 
Sr. Octavio Líster Henríquez  

Título/cargo: Director 

Organismo/oficina: Departamento de Prevención de la Corrupción Administrativa. 

Número de teléfono: 809-533-9606/ 809-440-7080
Número de fax: 809-534-6968

Correo electrónico: olisterh@hotmail.com

ANEXO

FORMATO ESTÁNDAR PARA PRESENTAR INFORMACIÓN SOBRE AVANCES REGISTRADOS EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES FORMULADAS EN EL INFORME NACIONAL EN LA PRIMERA RONDA DE ANÁLISIS
Instrucciones: Siguiendo la estructura temática del informe por país
 y en relación con cada una de las recomendaciones a las que se refiera su Estado en el presente informe de avance, por favor suministrar la siguiente información:
1.
NORMAS DE CONDUCTA Y MECANISMOS PARA HACER EFECTIVO SU CUMPLIMIENTO (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1 Y 2 DE LA CONVENCIÓN)

1.1 
Normas de conducta para prevenir conflictos de intereses y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento.  

RECOMENDACIÓN (a): Fortalecer el régimen de incompatibilidades e inhabilidades vigente, tomando en cuenta, de acuerdo con los alcances que determine la ley y en relación con los cargos que ésta determine, el siguiente aspecto: 

-Desarrollar otros mecanismos que identifiquen o detecten causas supervinientes que pudieran ocurrir en el transcurso del ejercicio de la función pública y originar un conflicto de interés.  

A. La Ley No. 340-06, del 18 de agosto del 2006, sobre Compras y Contrataciones Públicas de Bienes, Servicios, Obras y Concesiones en su artículo 14 establece que: No podrán ser oferentes ni contratar con el estado las siguientes personas:

1) El Presidente y Vicepresidente de la República; los Secretarios y Subsecretarios de Estado los Senadores y Diputados del Congreso de la República; los magistrados de la Suprema Corte de Justicia, de los demás tribunales del orden judicial, de la Cámara de Cuentas y de la Junta Central Electoral los Síndicos y Regidores de los ayuntamientos de los municipios y del Distrito Nacional; el Contralor General de la República y el Subcontralor; el Director de Presupuesto y Subdirector; el Director Nacional  de Planificación y el Subdirector, el Procurador General de la República y los demás miembros del ministerio público, el Tesorero Nacional y el Subtesorero y demás funcionarios de primer y segundo nivel de jerarquía de las instituciones incluidas en el artículo 2, numerales 1 al 5;

2) Los Jefes y Subjefes de Estado Mayor de las Fuerzas Armadas, así como el Jefe y Subjefes de la Policía Nacional;

3) Los Funcionarios públicos con injerencia o poder de decisión en cualquier etapa del procedimiento de contratación administrativa

4) Todo personal de la entidad contratante

5) Los parientes por consanguinidad hasta el tercer grado o por afinidad hasta el segundo grado, inclusive, de los funcionarios relacionados con la contratación cubiertos por la prohibición, así como los cónyuges, las parejas en unión libre, las personas vinculadas con análoga relación de convivencia afectiva o con las que hayan procreado hijos, y descendientes de estas personas

6) Las personas jurídicas en las cuales las personas naturales a las que se refieren los numerales 1 al 4 tengan una participación superior al diez por ciento (10%) del capital social, dentro de los seis meses anteriores a la fecha de la convocatoria;

7) Las personas físicas o jurídicas que hayan intervenido como asesoras en cualquier etapa del procedimiento de contratación o hayan participado en la elaboración de las especificaciones técnicas o los diseños respectivos, salvo en el caso de los contratos de supervisión;

Párrafo I: para los funcionarios contemplados en los numerales 1 y 2, la Prohibición se extenderá hasta seis meses después de la salida del cargo;

Párrafo II: para las personas incluidas en los numerales 5 y 6 relacionadas con el personal referido en el numeral 3, la prohibición será de aplicación en el ámbito de la Institución en que estos últimos prestan servicios. 

Esta disposición viene a engrosar las herramientas normativas dominicanas en cuanto a la detección y erradicación de los conflictos de interés. Asimismo nos encontramos actualmente en el proceso de socialización de un proyecto de ley sobre las Declaraciones Juradas de Bienes, el cual incluye entre sus disposiciones cláusulas donde se le solicita información al funcionario sobre sus trabajos anteriores y su condición actual, de manera que se pueda vislumbrar cualquier tipo de actividad que defina un posible conflicto de interés. 

B. Hasta el momento no se han detectado conflictos de interés,  pero la ausencia de una cultura de información provoca que los servidores públicos puedan mantener en confidencialidad condiciones particulares que evidencian posibles conflictos de interés.   
RECOMENDACIÓN (d): Implementar las medidas que considere pertinentes para hacer efectivo el Tribunal Disciplinario al que se refiere el Párrafo III del Código de ética. 

A. En conjunto la Comisión Nacional de Ética y Combate a la Corrupción (CNECC) y el Departamento de Prevención de la Corrupción Administrativa (DPCA) han elaborado una propuesta de Decreto Reglamento para la puesta en marcha del Tribunal Disciplinario que crea el Código de Ética del Servidor Público. Aunque esta propuesta ya fue remitida al Consultor Jurídico del Poder Ejecutivo para su revisión y asesoría, la misma todavía no ha sido hecha pública .Esta es una iniciativa que ha sido recogida como una meta principal para el Plan Estratégico  Nacional de Ética, Prevención y Combate a la Corrupción y su Plan Operativo para el año  2007.      
B.  El mismo Plan Estratégico  Nacional de Ética, Prevención y Combate a la Corrupción incluyó entre sus disposiciones la redacción, aprobación y posterior aprobación de un proyecto de Ley de la Función Pública, el cual a pesar de haber sido concluido aun se encuentra en etapa de evaluación. Este proyecto eliminaría la figura del Código de Ética y asumiría el papel disciplinario del Estado, el cual estaría a cargo de la Secretaría de Estado de la Función Pública. Adicionalmente a ello, debemos señalar que el DPCA se encuentra en una etapa de reestructuración funcional, debido a que sus funciones de prevención de la corrupción pasarían a ser obligación de la CNECC, para que el DPCA, como organismo del Ministerio Público concentre sus recursos y esfuerzos en la persecución procesal de los delitos y crímenes que definen a la corrupción. Esto ha motivado a un debate interno que ha paralizado la aprobación del proyecto de Reglamento que se enuncia en el párrafo A.  
RECOMENDACIÓN (f): Considerar la posibilidad de incorporar en su ordenamiento jurídico una normativa que limite la participación de exservidores públicos, incluyendo los de alto rango, y en general en situaciones que conlleven el aprovechamiento indebido de la condición de exservidor público, en un plazo determinado y sin afectar de manera absoluta su derecho constitucional al trabajo.

A. La Ley No. 340-06, del 18 de agosto del 2006, sobre Compras y Contrataciones Públicas de Bienes, Servicios, Obras y Concesiones en su artículo 14 establece que las incompatibilidades e inhabilidades de la Ley  para los funcionarios contemplados en los numerales 1 y 2, la Prohibición se extenderá  hasta seis meses después de la salida del cargo.
1.
NORMAS DE CONDUCTA Y MECANISMOS PARA HACER EFECTIVO SU CUMPLIMIENTO (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1 Y 2 DE LA CONVENCIÓN)
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Normas de conducta y mecanismos para asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos. 

RECOMENDACIÓN 1.2.1: Avanzar, aún más, en el desarrollo de los principios de carácter general vigentes en esta materia, impulsando disposiciones administrativas, legales y reglamentarias que de una forma más detallada contemplen normas de conducta orientadas a asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones. Previendo, entre otros aspectos, el desarrollo de un elenco detallado de causales que den origen a la responsabilidad disciplinaria y administrativa del servidor público; la definición de las sanciones correspondientes; y la previsión de los mecanismos de reparación del daño a favor del Estado, cuando corresponda. 

A. En los últimos cinco años a través de la Secretaría de Estado de Hacienda (anterior Secretaría de Estado de Finanzas) y de la Secretaría de Estado de Economía, Planificación y Desarrollo (anterior Secretariado Técnico de la Presidencia) la República Dominicana se ha avocado a una reforma profunda de su administración financiera en procura de que mediante una transformación del marco legal y el inicio de un proceso de modernización de las estructuras de trabajo, promover un nuevo Sistema de Control Interno, fortalecer la capacidad institucional y desarrollar un Sistema Integrado de Gestión Financiera. La primera fase de implementación de este proceso radica en la aprobación de una serie de reformas legislativas para crear un marco normativo, sistémico, integrado  y  moderno que permita  una  eficaz  gestión  gubernamental y que promueva la transparencia y disciplina fiscal, entre las que debemos mencionar: 

a) Ley Organización de la Secretaría de estado de Hacienda (SEH)  No. 494-06
Características Básicas

1. Organiza la SEH como unidad encargada de todos los aspectos de la política fiscal que incluye la política tributaria, la política de gastos y el financiamiento interno y externo.

2. Centraliza todos los aspectos de la gestión presupuestaria en la SEH e incorpora a la Dirección General de Presupuesto.

3. Otorga a la SEH la dirección general de la Administración Financiera del Gobierno.

4. Enfatiza en el análisis, diseño y evaluación de la política de ingresos públicos.

5. Promueve la calificación de los RR.HH creando el Centro de Capacitación en Políticas y Gestión Fiscal.
b) Ley Orgánica de Presupuesto No. 423-06
Características Básicas

1. Incorpora  al  Sector  Descentralizado  no  empresarial y no financiero en la Ley Anual de Presupuesto.

2. Transfiere la ONAPRES a la SEH y elimina la intervención de la misma en la aprobación de trámites de ejecución presupuestaria.

3. Vincula la proyección macroeconómica y la planificación estratégica con la elaboración del presupuesto. 

4. Instituye la figura de contratos por resultados y desempeño en el marco de una gestión por resultados.

5. Establece  hasta  un  5%  de los ingresos corrientes para ser   asignados en gastos por  disposición  exclusiva  del  Presidente de la República.
c) Ley de Tesorería No. 567-05
Características Básicas

1. Transforma la Tesorería Nacional en una organización con capacidad para gerenciar el Tesoro Público.

2. Crea la Cuenta Única del Tesoro  (C.U.T.) y establece su implementación por etapas, comenzando por el Gobierno Central.

3.  Articula la gestión de Caja de la Tesorería con el Presupuesto mediante la programación de la ejecución financiera del presupuesto.

4. Autoriza la colocación de los excedentes financieros de caja y faculta a la Tesorería Nacional emitir y colocar Letras del Tesoro como financiamiento de corto plazo. 

5. Permite la utilización de nuevos medios de pagos tales como las transferencias bancarias y otros medios electrónicos.

d) Ley de Crédito Público No. 6-06
Características Básicas

1. Crea el Consejo de Deuda Pública, con la responsabilidad de proponer la política y estrategia de endeudamiento, recomendar su límite máximo, proponer el nivel máximo de endeudamiento que podrá contemplar el Presupuesto Anual.

2. Crea la Dirección General de Crédito Público asignándole el rol de órgano rector del Sistema de Crédito Público. 

3. Instituye la aprobación previa de la SEH para que las instituciones puedan iniciar gestiones de operaciones de crédito público. 

4. Las operaciones de crédito público deben estar autorizadas en el Presupuesto Anual o por una Ley específica. 

5. Establece que las Empresas Públicas y los Municipios podrán realizar operaciones de Crédito Público previa autorización de la SEH

6. Define que los avales, fianzas y garantías deben estar autorizados por Ley.
e) Ley de Contrataciones No. 340-06 y 449-06
Características Básicas

1. Ordena en una Ley las regulaciones sobre contratación de bienes, obras, servicios y concesiones.

2. La Ley se aplica a todo el sector público sin excepción, incluye cualquier instituciones de contrate con fondos públicos. 

3. Establece compras transparentes  y basadas en la publicidad además de garantizar la libre competencia.

4. Describe las obligaciones y derechos de los organismos como de los proveedores y contratistas, establece las bases de las sanciones y fija criterios para resolución de reclamos, impugnaciones y controversias.

5. Dispone la creación de un órgano rector normativo y consultivo con atribuciones para administrar el sistema de información de contrataciones.

6. Establece el registro de proveedores y el catálogo de B y S 

7. Establece que las compras y contrataciones comprendidas en la Ley podrán realizarse por medios electrónicos, aceptando la firma digital
f) Ley que crea el SIAFE (Sistema Integrado de  Administración Financiera del Estado)  No. 5-07

Características Básicas

1. Define que el SIAFE comprende los principios, normas, sistemas, órganos y procesos que hacen posible la captación de recursos y su aplicación en los fines del Estado.

2. Define como principios del SIAFE la interrelación de los sistemas, el carácter centralizado de las normas y la descentralización de las facultades operativa.

3. Establece que la SEH es el responsable de dirigir y coordinar el SIAFE.

4. Crea el Sistema Integrado Gestión Financiera (SIGEF) como herramienta modular que integre y estandarice el registro de la gestión financiera pública.

5. Dispone que la SEH es responsable de administrar el SIGEF.

6. Establece el uso me medios electrónicos para la documentación e informes e instituye la firma digital.

RECOMENDACIÓN 1.2.2. Fortalecer la capacidad operativa de la Contraloría General y del DPCA, a fin de que puedan superar los obstáculos que actualmente dificultan procesar un mayor número de inspecciones contables y cumplir cabalmente con las facultades que al respecto confieren los artículos 22 al 24 de la Ley de Contabilidad No. 3894. 

Hemos modificado la Ley de Contabilidad para dar una mayor fortaleza a la Contraloría General a la hora de hacer el control interno del Estado. 

a) Ley del Control Interno  No. 10-07
Características Básicas

1. Instituye el Sistema Nacional de Control Interno, bajo la rectoría de la Contraloría General de la República,  actualizando las atribuciones y funciones del Contralor.

2. Establece las líneas básicas para el establecimiento del control interno en las instituciones y para el ejercicio de la Auditoría Interna moderna e integral.

3. Incorpora modernos conceptos sobre control interno como, por ejemplo, el impacto ambiental de proyectos y la seguridad informática.

4. Determina que el titular de cada Institución es el principal responsable del establecimiento del control interno en su jurisdicción.

5. En cada entidad se establecerá una Unidad de Auditoría Interna que dependerá normativa, administrativa y financieramente de la CGR.

6. Las Unidades de Auditoría Interna de cada Ente aplicarán procedimientos de control interno posterior.
En cuanto al DPCA, tal y como indicamos anteriormente, se ha diseñado un proyecto de Decreto en el cual se dividan las funciones de Prevención de la Corrupción,  de las de investigación. Este Decreto motiva al aumento de los fondos que son destinados al DPCA, la definición de las posiciones, la creación de un manual de organización, los perfiles para cada cargo y la estrategia de trabajo. Mediante una donación del Banco Mundial, hemos contratado a un consultor especialista en temas administrativos para el diseño de esta nueva estructura del DPCA.   
RECOMENDACIÓN  1.2.4. Continuar y perfeccionar la labor que realiza la Dirección General de Contabilidad Gubernamental en la organización de la contabilidad de Estado, asegurando que ésta cuente con los recursos materiales y humanos necesarios para desempeñar sus labores. 

A. Ley que crea la DIGECOG (Dirección General de Contabilidad Gubernamental) No. 126-01. 
Características Básicas

1. Crea la DIGECOG y le asigna la responsabilidad del Sistema de Contabilidad Gubernamental (SCG).

2. Instituye el SCG como instrumento para registrar, procesar y exponer los hechos económicos financieros de las instituciones públicas.

3. Establece que el SCG es único, uniforme e integrado, que se fundamenta en principios de contabilidad e integra las cuentas presupuestarias y propietarias del Estado.

4. Asigna a la DIGECOG facultades para dictar normas y procedimientos de contabilidad, prescribir manuales de contabilidad, llevar la contabilidad del GC y elaborar el estado de recaudación e inversión de rentas.

5. Determina que el SEH debe presentar anualmente a la Cámara de Cuentas el Estado de recaudación e inversión de rentas.
1.
NORMAS DE CONDUCTA Y MECANISMOS PARA HACER EFECTIVO SU CUMPLIMIENTO (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1 Y 2 DE LA CONVENCIÓN)

1.3 Medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento. 

RECOMENDACIÓN (a): Analizar la posibilidad de implementar disposiciones y medidas que permitan y faciliten al funcionario público la presentación, en sede administrativa, de denuncias, ya sea creando una instancia en cada institución pública o bien a través de una instancia u órgano que a nivel nacional desempeñe esta labor. Abarcando, además, la posibilidad de que las mismas se refieran no solo a las conductas que se encuentran penalmente tipificadas, sino también a aquellas que constituyen una infracción a las normas y disposiciones administrativas dirigidas a preservar la confianza en la integridad de los funcionarios y en la gestión pública. 
RECOMENDACIÓN (b): Reglamentar la presentación de estas denuncias de manera tal que se facilite aún más su presentación, se establezcan requisitos que no causen la inhibición de potenciales denunciantes e implementen mecanismos que protejan, de manera efectiva, a quienes denuncien de buena fe actos de corrupción, incluyendo la posibilidad de presentar estas denuncias manteniendo, en sede administrativa, la confidencialidad de la identidad del denunciante. 

A. Hemos iniciado una campaña de instalación de buzones de denuncias y sugerencias en todas las instituciones del Estado, de manera que las personas puedan introducir sus denuncias sin temor de ser perseguidos o de sufrir represalias por ello. Estos buzones son transparentes, por lo que su contenido es visible, están ubicados en los lugares céntricos de las instituciones y cuentan con dos candados, uno manejado por el DPCA y el otro por la Comisión de Ética del organismo, de manera que nadie pueda abrir el buzón sin el concurso de ambos órganos. Actualmente hemos recibido alrededor de 40 denuncias a través de los buzones.    
B. Ha habido dificultades para garantizar que los funcionarios públicos puedan informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento, pues a pesar de que contamos con algunas medidas y sistemas, no existen mecanismos para garantizarles seguridad y protección en caso de que su identidad sea revelada.  
C. El DPCA y la Comisión Nacional de Ética y Combate a la Corrupción (CNECC). 

RECOMENDACIÓN (c): Facilitar la presentación de denuncias, a través del empleo de los medios de comunicación e informática que estime adecuados. 

A. Hemos facilitado un espacio en nuestra página web (www.dpca.gov.do) y en la Comisión Nacional de Ética y Combate a la Corrupción (CNECC) (www.cnecc.gov.do) para la presentación de las denuncias a través de un mail interno.  
B. No contamos con una legislatura que promueva u obligue a las entidades a ofrecer mecanismos diversos y alternativos de presentación de denuncias. 

C. El DPCA y la CNECC. 
2. SISTEMAS PARA LA DECLARACIÓN DE LOS INGRESOS, ACTIVOS Y PASIVOS (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 4 DE LA CONVENCIÓN). 

Nota de la República Dominicana: Debido a la similitud en el alcance de las medidas tomadas para cumplir con las recomendaciones del Comité para este punto, enunciaremos todas las recomendaciones y responderemos al final. 
RECOMENDACIÓN (a): Impulsar las decisiones que sean necesarias con el fin de que la obligación de presentar las declaraciones patrimoniales, pasivos y activos, al igual que los mecanismos para su efectivo cumplimiento. Contemplar la posibilidad de establecer en lugar o complementariamente a la nómina expresa de cargos, criterios generales que permitan su individualización, aún cuando la estructura orgánica de la administración sufra modificaciones, de acuerdo con lo dicho en la sección 2.2. de este informe. 
RECOMENDACIÓN (b): Perfeccionar los esfuerzos dirigidos a implementar un registro que contenga los datos de los funcionarios públicos obligados a presentar las declaraciones juradas de ingresos, activos y pasivos, previendo mecanismos para su actualización periódica, de manera tal que se facilite la administración y gestión de estas declaraciones. 
RECOMENDACIÓN (c):Complementar las normas sobre el contenido de las declaraciones juradas de ingresos, activos y pasivos de los servidores públicos, de tal manera que se incluya una descripción de la naturaleza o características de los bienes que el funcionario debe individualizar, así como los criterios que deben emplearse para su valoración económica. 

RECOMENDACIÓN (d):Implementar un sistema de declaración de bienes patrimoniales, activos y pasivos, orientado a detectar, evitar y sancionar conflictos de intereses, así como casos de enriquecimiento ilícito u otros actos lícitos, señalando expresamente el objetivo que persigue la normativa que regule esta materia. 
RECOMENDACIÓN (e): Considerar la conveniencia de exigir la declaración jurada de bienes, ingresos, activos y pasivos, incluyendo una descripción detallada de los ingresos, activos y pasivos que corresponden al cónyuge, a la sociedad conyugal constituida con el cónyuge o conviviente, y a los dependientes en momentos distintos a los ya previstos, estableciendo plazos razonables para su actualización o las circunstancias ante las que su aconseje exigirla. 

RECOMENDACIÓN (f): Determinar, dentro de su marco jurídico expresamente la oficina, órgano o entidad que se encargará de la gestión de estas declaraciones, asegurándose que cuente con los recursos materiales y humanos necesarios para desarrollar las labores relacionadas con la eficiente administración de este sistema.
RECOMENDACIÓN (g): Establecer sistemas para hacer efectiva y eficiente la verificación del contenido de la declaración jurada de bienes patrimoniales, ingresos, activos y pasivos, fijando plazos y ocasiones para ello; fortalecer la facultad que tenga la oficina, entidad u órgano encargado de su gestión de programar fiscalizaciones, asegurar que esa fiscalización se aplique a un número representativo de declaraciones; establecer acciones que permitan superar obstáculos para acceder a las fuentes de información que se requieran; y adoptar las decisiones que sean necesarias a fin de que exista una colaboración entre esa entidad y otros sectores tales como el financiero y tributario que facilite el intercambio de información dirigido a verificar el contenido de las mismas. 
RECOMENDACIÓN (h): Ampliar el régimen vigente de sanciones e infracciones aplicadas a funcionarios públicos infractores, incluyendo los supuestos que den origen a su aplicación, incluyendo hipótesis tales como la presentación tardía u omisión de información; y contemplando sanciones distintas a las ya previstas que aseguren el efectivo cumplimiento de la presentación de las declaraciones, incluyendo penas o sanciones pecuniarias, así como la prohibición de reingreso a la función pública, cuando se trate de ex-funcionarios que luego de cesar en sus funciones no cumpla con las obligaciones que se establezcan al respecto. 
RECOMENDACIÓN (i): Regular las condiciones, procedimientos y demás aspectos que sean procedentes en relación con la publicidad, cuando corresponda, de las declaraciones patrimoniales de ingresos, activos y pasivos, con sujeción a la Constitución y a los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico. 
A. En fecha 17 del mes de julio del año 2006, el Presidente de la República emitió el Decreto No. 287-06, que institucionaliza el nuevo sistema digital y formulario electrónico único de presentación de las Declaraciones Juradas de Bienes. A la vez este instrumento normativo obliga a todos los funcionarios dependientes del Poder Ejecutivo a actualizar mediante el sistema electrónico, la Declaración Jurada que presentaron a la entrada  a su posición so pena de ser sancionados en caso de inobservancia al mandato presidencial, pero asimismo se invitó a los demás funcionarios obligados por la Ley No. 82-79 y que son parte de otros poderes públicos a que hicieran uso de la nueva herramienta tecnológica. Inmediatamente se puso en marcha el sistema comenzamos a recibir las declaraciones juradas donde de un universo de Mil Quinientos (1,500) funcionarios obligados, presentaron un total de 1,280 funcionarios. 

A pesar del éxito relativo que ha tenido la primera fase de implementación de este sistema, el mismo ha reflejado ciertos errores en cuanto a su implementación. Uno de ellos es el hecho de que éste se aprobó por Decreto Presidencial, por lo que su aplicación solo se hace obligatoria para quienes dependen jerárquicamente del Presidente de la República. Por otro lado, este reglamento nace de la Ley No. 82-79 sobre Declaración Jurada de Bienes, una normativa totalmente anacrónica que se encuentra en etapa de modificación, por lo que el formulario deberá ser actualizado conforme sea aprobada una ley nueva. Actualmente estamos contando con el apoyo del Banco Mundial y de la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional, para en un primer caso redactar un proyecto definitivo de Declaración Jurada de Bienes, consensuado con los demás poderes públicos y con la sociedad civil y en un segundo plano analizar el sistema electrónico y adaptarlo a los cambios propuestos en la ley y en las recomendaciones de este Comité.   

B. Las dificultades que hemos tenido en cuanto a la implementación de las recomendaciones han surgido de la ausencia de una normativa eficiente y suficiente que aclare los temas relativos a la periodicidad de la presentación de la Declaración, el Universo de funcionarios obligados, el objetivo y alcance  de la Declaración Jurada, el órgano rector, las sanciones aplicables a los que no presentan o falsean la declaración  y finalmente el tema de la publicidad, tópico que ha provocado el debate que ha impedido la aprobación de la nueva ley.   

D. La CNECC, el DPCA, la Tesorería Nacional, la Dirección General de Impuestos Internos, la Superintendencia de Bancos, La Dirección General de Catastro Nacional y el Programa de Apoyo a la Reforma y Modernización del Estado. 

3. ÓRGANOS DE CONTROL SUPERIOR EN RELACIÓN CON LAS DISPOSICIONES SELECCIONADAS (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1, 2, 4 y 11 DE LA CONVENCIÓN)

RECOMENDACIÓN (c): Promover una mayor independencia en el desempeño de las funciones que desarrollan la Contraloría General de la República y la Cámara de Cuentas. Considerar, entre otras medidas, aquellas que garanticen un sistema de designación con poca o ninguna ingerencia del Poder Ejecutivo, como garantía de una mayor imparcialidad en el desempeño de las labores de fiscalización y control de los fondos públicos que realizan, de acuerdo con expresado en la sección 3.2 del presente informe. 
A. Ya hemos informado en el punto 1.2. sobre las nuevas funciones de la Contraloría General de la República. A través de la Ley No. 13-07 se traspasaron las funciones del Tribunal Contencioso Administrativo que ejercía la Cámara de Cuentas al Tribunal Contencioso Tributario, por lo que el organismo auditor externo del Estado, podrá dedicar su actividad exclusivamente a la fiscalización y supervisión del uso de los fondos públicos. Además de ello, la Cámara de Cuentas ha vivido una renovación de su nómina interna, por lo que estamos esperanzados en que los mismos puedan llegar a lograr todos los objetivos pautados en la Ley No. 10-04. 

B. Hemos tenido dificultades de índole normativa, pues para cambiar el mecanismo de designación de la Cámara de Cuentas, hace falta una Reforma Constitucional y aunque actualmente nos encontramos inmersos en una transformación a la Carta Magna, este es un tema que ha sido obviado en el debate. 

C. El Senado de la República, la Cámara de Cuentas, La Contraloría General y la CNECC.

RECOMENDACIÓN (d): Impulsar medidas pertinentes para la creación del Órgano competente para la prevención e investigación de la corrupción. 

A .Ya hemos señalado que el DPCA reestructurará su andamiaje interno a los fines de que los roles que hasta el momento ha venido desempeñando desde el ámbito de la Prevención, pasen a la CNECC y éste pueda enfocarse en investigar, someter y litigar ante los tribunales ordinarios, todos los casos de corrupción que se presenten ante cualquier instancia pública. Para estos fines se ha elaborado una propuesta de decreto donde se delimitan las funciones y se amplían las responsabilidades en cada caso. Esta idea facilitaría que el DPCA cuente con verdaderos investigadores, auditores contables, fiscales litigantes y un presupuesto adecuado a sus finalidades. La CNECC, como órgano rector de la política dominicana frente al tema de la corrupción tiene mayores recursos para hacer frente al tema de la prevención. Esta iniciativa se hará por decreto transitorio pues el verdadero objetivo es crear una ley que avale las funciones de cada organismo frente al flagelo de la corrupción. 

B. El proyecto se encuentra actualmente en manos del Consultor Jurídico del Poder Ejecutivo y hasta el momento no se han presentado dificultades para su aprobación. 

C. El DPCA y la CNECC. 

4. .MECANISMOS PARA ESTIMULAR LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL Y DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES EN LOS ESFUERZOS DESTINADOS A PREVENIR LA CORRUPCIÓN (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 11 DE LA CONVENCIÓN)
4.1. .Mecanismos de participación en general. 

En este punto no se hicieron recomendaciones. 
4.2. Mecanismos para el acceso a la información

RECOMENDACIÓN (a): Asegurar que el requisito establecido en el inciso d) del artículo 7 de la Ley No. 200-04 sobre la necesidad de incluir en la solicitud el motivo o las razones por las que se requiere la información no constituya un impedimento en el ejercicio del más amplio acceso a la misma, de manera tal que baste la invocación de un interés general en la información para satisfacer este requisito. 

A. En ninguna de las Oficinas de Acceso a Información Pública que se han establecido en nuestra administración pública, se ha denegado la información por no ofrecer un motivo en la solicitud, no se presentando ningún caso en ese sentido. De hecho el artículo 15 del Reglamento de Aplicación de la General de Libre Acceso a Información Pública (LGLAIP)  No. 130-05, establece que: “La descripción de la motivación de las razones por las cuales se requiere la información solicitada, en los términos del artículo 7 inciso d de la LGLAIP, en modo alguno y en ningún caso puede impedir el más amplio acceso del requirente a la misma ni otorga al funcionario la facultad de rechazar la solicitud. En este sentido, al solicitante le basta con invocar cualquier simple interés relacionado con la información buscada, siendo dicho solicitante responsable del uso y destino de la información que obtenga”.

B. No se han presentado dificultades. 

C. El Consejo Nacional de Reforma del Estado (CONARE), la CNECC, la Procuraduría General de la República (PGR)  y el  DPCA. 

RECOMENDACIÓN (b): Impulsar un programa de divulgación pública, de alcance general, sobre los derechos, normas y procedimientos que se derivan de la Ley No. 200-04. 

Desde que se  asumió el tema del Libre Acceso a Información Pública  como parte esencial del Plan Nacional Estratégico de Ética, Prevención y Sanción de la Corrupción 2005-2008, específicamente en el Pilar 6 del dicho documentos, el cual contiene la política dominicana frente al tema de la corrupción,   convocamos a la sociedad civil, a los medios de comunicación y al sector empresarial,  para ponernos de acuerdo en los trabajos de difusión de la ley  y de promoción del derecho ciudadano a la información.
 Un ejemplo de este compromiso lo constituyó un taller preparado por el CONARE y la CNECC, para explicar a los directivos de medios de comunicación masiva y distintos periodistas de trayectoria y credibilidad social, el contenido y alcance de la norma en cuestión.  
Participamos en el debate de los observatorios sobre las Oficinas de Acceso a la Información (OAI) dirigidos por Participación Ciudadana, capítulo dominicana de Transparencia Internacional.

Invitamos a las instituciones de la Sociedad Civil mas representativas del país al debate sobre la enmienda a la ley de acceso para la creación de un órgano rector

Invitamos a todas las instituciones de la sociedad civil y ONGs a participar en la Conferencia Internacional realizada  en mayo 2007 para conocer la propuesta del país para un Instituto de Acceso a la Información

Invitamos a Participación Ciudadana a ser comentaristas de la propuesta de Órgano Rector  presentada por consultores nacionales  e internacionales  en la Conferencia antes mencionada.

B. Actualmente se está preparando una campaña publicitaria donde el ciudadano común podrá conocer sobre su derecho fundamental de acceso a información pública y su derecho a la autodeterminación informativa. Si bien nos hemos iniciado este proceso se ha debido al hecho de que nos encontramos instalando las estructuras institucionales de Acceso a Información Pública y compilando todas las informaciones que serán de acceso libre. 

C. CNECC, CONARE, PGR-DPCA, Oficina Presidencial Tecnología, Información y Comunicación (OPTIC), Instituto Nacional de Administración Pública (INAP), Oficina Nacional de Administración de Personal (ONAP). Todas estas instituciones forman parte de un Comité Interinstitucional  creado a los fines de implementar paulatinamente las disposiciones de la Ley General de Libre Acceso a Información Pública.   

RECOMENDACIÓN (c): Poner en práctica programas de capacitación y actualización dirigidos a los servidores públicos que corresponda, incluidos los del Poder Judicial, a fin de que éstos puedan aplicar, debida y oportunamente, las disposiciones que protegen el acceso a la información; y tengan claridad sobre los límites de este derecho y consecuencias que pueden derivarse de la negación injustificada de información. Incluyendo, además, la instrucción sobre las formas y mecanismos que pueden facilitar la sistematización y el mantenimiento actualizado de la información, de acuerdo con el artículo 4 de la Ley. 

A. Con el apoyo del Instituto Nacional de Administración de Personal (INAP) han sido capacitados en temas relativos a la transparencia y el libre acceso a información pública, más de 1500 servidores públicos a lo largo del año 2006 y los inicios del presente año. Estos talleres han enfocados directamente hacia los miembros del Poder Ejecutivo, aunque en los mismos han participado los representantes de Acceso a Información Pública del Senado y algunas entidades municipales. El Poder Judicial ya cuenta con su Oficina de Libre Acceso a Información y su responsable de acceso. 

      B. No se han suscitado dificultades hasta el momento. 

C. El Comité Interinstitucional para el libre acceso a información. 
RECOMENDACIÓN (d): Asignar fondos públicos que garanticen adecuadamente la aplicación de la Ley No. 200-04 y que permitan, entre otros aspectos: i) crear las instancias previstas en la misma, asegurándoles los recursos humanos, técnicos y financieros, necesarios para su adecuado funcionamiento; ii) divulgar los sistemas y los servicios que se ofrecen, a través de la creación y utilización de la una organización interna hasta ahora no prevista; iii) cumplir con la obligación que tienen todos los organismos públicos centralizados y descentralizados del Estados de instrumentar la publicación de sus páginas Web a fin de difundir de una manera amplia el quehacer de la Administración; y iv) crear y poner en operación los centros de intercambio de información y atención al cliente o usuario previstos en esta normativa. 
A. Como hemos mencionado anteriormente, el Plan Nacional Estratégico de Ética, Prevención y Sanción de la Corrupción 2005-2008 incluye en su pilar 6, la responsabilidad del Estado Dominicano, de propulsar y establecer una cultura de transparencia estatal y de libre acceso a información. Posteriormente a la aprobación del Plan, se designó de manera transitoria  al CONARE como el organismo responsable de coordinar  el Comité Interinstitucional por la Transparencia, el cual estableció un plan de acción que se inició con un diagnóstico de situación de las Secretarías de Estado y demás dependencias estatales en cuanto a los mecanismos que utilizaban para difundir la  información que se generaba en su actividad cotidiana. Luego establecimos un protocolo de intervención que consistía primero en visitas de coordinación, seguido de talleres generales en CONARE, luego la creación de la guía de instalación de las Oficinas de Acceso a Información Pública, talleres ejecutados en las instituciones y el apoyo de consultores nacionales para la instalación en cada organismo público de las Oficinas de Acceso a Información Pública. Al momento de enviar las respuestas de este informe, habían sido instaladas 13 Oficinas de Acceso a Información Pública, con sus respectivos Responsables de Acceso a Información Pública seleccionados en base al mérito y recibiendo cada uno la formación previa para ocupar su posición. Dentro de estas oficinas se incluye a la que pertenece a la  Suprema Corte de Justicia, la cual contaba con su oficina anteriormente al Protocolo de Intervención y la Procuraduría General de la República. Asimismo se encuentran en fase de preparación más de 45 dependencias estatales, las cuales esperamos poder completarlas antes del mes de julio del presente año. 

B. Sin lugar a dudas este proceso hubiese sido más ágil si hubiésemos contado con un órgano rector con capacidades amplias para coordinar e implementar las políticas referidas el tema en cuestión. Sin embargo le dimos inicio a una Consultoría internacional e nacional, con el apoyo de la Unión Europea, para recibir una propuesta para debatir un modelo de órgano rector. 

C .Comité Interinstitucional.    
4.3
Mecanismos de consulta. 

No se han registrado avances. 

4.4
Mecanismos para estimular la participación en la gestión pública. 

No se han registrado avances. 

4.5
Mecanismos de participación en el seguimiento de la gestión pública
No se han registrado avances. 

5. 
ASISTENCIA Y COOPERACIÓN (ARTÍCULO XIV DE LA CONVENCIÓN). 

No se han registrado avances. 

6. 
AUTORIDADES CENTRALES (ARTÍCULO XVIII DE LA CONVENCIÓN)

7. 
RECOMENDACIONES GENERALES

ANEXOS

1- Los documentos y textos que sirvieron de soporte al presente informe estarán publicados en el link www.procuraduria.gov.do/dpca inmediatamente este reporte sea remitido a la Secretaría Técnica del MESICICC, así como todos los demás que posterior al análisis de nuestras respuestas sean solicitados por la Secretaría o por los miembros del subgrupo. 
� EMBED PBrush  ���























� De conformidad con lo previsto en la metodología adoptada por el Comité, se procurará que estos datos se refieran a los dos últimos años, en relación con esta y las demás disposiciones de la Convención objeto de análisis de la segunda ronda, con excepción de la relativa a los actos de corrupción previstos en el artículo VI. de la Convención, respecto de los cuales se procurará que los datos se refieran a los últimos 5 años.


� En la última página del presente formato estándar, a manera de guía, se describe dicha estructura en relación con los temas considerados en la Primera Ronda de análisis. 
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